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PRESENTACIÓN

Recientemente, la UNAM y la UDUAL organizamos un encuentro académico con el fin de reflexionar sobre la historia de la autonomía y las universidades, dilucidar los desafíos y propósitos que enfrentan actualmente las instituciones de educación superior autónomas, y proponer nuevas rutas de acción.

El encuentro se llevó a cabo en el marco de efemérides muy significativas. Por un lado, el 90 aniversario de la publicación de la primera Ley Orgánica que concedió formalmente la autonomía a nuestra casa de estudios y, por otro, los 70 años del nacimiento de la UDUAL.

En la UNAM conmemoramos 90 años de la conquista del valor fundamental que nos ha permitido gobernar nuestra institución y determinar su rumbo mediante la definición de sus proyectos académicos, de investigación y de difusión de la cultura.

La autonomía nos ha dado la libertad de pensar la sociedad a la que nos debemos y ofrecerle alternativas para su desarrollo y superación. Han sido nueve decenios en los que hemos podido transformarnos de manera independiente y responsable, para hacer frente a las necesidades más apremiantes de México y la humanidad.

En este aniversario, fue muy enriquecedor compartir celebraciones con la UDUAL, la cual ha sido, desde su creación en 1949, una organización esencial para la defensa de las autonomías de las instituciones de educación superior de la región. No hay duda de que, durante su historia, la UDUAL ha sido varias veces la última línea de resistencia de algunas universidades ante los desplantes autoritarios de algunos gobiernos.

La realización del seminario 2019, año de autonomías: Reflexiones sobre la Universidad y su papel en la transformación social fue un evento que sirvió para destacar la importancia de defender la autonomía como condición necesaria para la vida de las universidades y para el avance de nuestra civilización. Sin ella, la creación del conocimiento se ve amenazada y las universidades difícilmente podrían tener las condiciones de pluralidad para analizar, desde varias perspectivas, los problemas de las sociedades, mucho menos plantear soluciones.

A lo largo de dos días, más de 30 participantes, rectores, ex rectores, académicos y autoridades de instituciones de educación superior de la región, entablaron diálogos en nueve mesas, cuyas memorias correspondientes han quedado plasmadas en esta publicación.

El libro, dividido en nueve capítulos escritos por 25 autores, deja en claro que la autonomía universitaria garantiza el compromiso de las universidades en la formación de individuos libres y reflexivos, capaces de transformar la realidad.

En ese sentido, se analizan las amenazas actuales a la autonomía en diferentes espacios y países de la región, que en ocasiones suponen embates y agresiones directas, y se hace un llamado a pensar en nuevas estrategias para fortalecerla.

En estas páginas se advierte que la autonomía conlleva una gran responsabilidad para los universitarios: ejercerla racional e inteligentemente, con un estricto apego a la rendición de cuentas y a la transparencia, con el fin de que la sociedad tenga la certeza de que se practica con reglas objetivas y en función de sus intereses legítimos.

La UNAM celebra la edición de esta obra como una muestra fehaciente de la extraordinaria relación que mantiene con la UDUAL, y como un recordatorio de la necesidad que tienen las universidades de estar siempre alertas para resguardar la autonomía y utilizarla para cumplir con un papel crítico y propositivo de cara a la sociedad.

ENRIQUE GRAUE WIECHERS
Rector
Universidad Nacional Autónoma de México


PRÓLOGO

Este año, la Universidad Nacional Autónoma de México celebra 90 años de la promulgación de la primera Ley Orgánica que le concedió la autonomía, si bien de manera parcial, en julio de 1929. La Unión de Universidades de de América Latina y el Caribe, por su parte, celebra su septuagésimo aniversario de haber sido fundada en la Universidad de San Carlos de Guatemala, en septiembre de 1949. Lo que une a ambas efemérides es el tema de la autonomía.

Desde su reapertura en 1910, la Universidad Nacional de México tuvo la aspiración de convertirse en una institución educativa autónoma para poder garantizar el libre ejercicio de sus funciones de docencia, investigación y extensión de la cultura, la designación de sus autoridades y el manejo de su patrimonio de acuerdo con los fines de la institución. El primer paso fue la Ley de 1929, que surgió de un movimiento estudiantil iniciado en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. Si bien no se trató de la autonomía plena, representó un paso importante que se consolidaría con las leyes de 1933 y 1945. Veinte años después, la UDUAL se fundó con el objetivo principal, aunque no exclusivo, de defender la autonomía universitaria ante los embates de varios gobiernos autoritarios en contra de las universidades públicas de diversos países.

Siendo, entonces, la autonomía un asunto en común entre la UNAM y la UDUAL, ambas instituciones decidieron unir esfuerzos y voluntades y organizaron, los días 15 y 16 de agosto, 2019, un seminario internacional que se intituló: 2019, año de autonomías: Reflexiones sobre la Universidad y su papel en la transformación social. Este seminario convocó a rectoras, rectores, ex-rectores y académicos especialistas en el devenir de la educación superior en América Latina y el Caribe.

Éste es un breve prólogo que da cuenta de algunos de los temas que se trataron en ese evento académico que, además, tuvo como sede el llamado Palacio de la Autonomía, que es el edificio, propiedad de la UNAM, en el Centro de la Ciudad de México, en donde los estudiantes salieron a su balcón a festejar, un 26 de julio de 1929, la decisión del entonces presidente de México, Emilio Portes Gil, de concederle a la Universidad Nacional de México, su autonomía respecto de la Secretaría (Ministerio) de Educación Pública.

LA UNAM Y SU AUTONOMÍA

Como se menciona líneas arriba, la UNAM ha obtenido dos otorgamientos de autonomía. La primera en 1929, que fue dada en respuesta al movimiento estudiantil que se inició en la Facultad de Derecho en protesta por el cambio del sistema de exámenes. Pronto ese descontento particular tomó fuerza en toda la universidad y culminó con la decisión del presidente de México de otorgarle su autonomía respecto de la autoridad educativa del gobierno federal, la SEP. Esta autonomía se perdió en 1933 ante el conflicto politico-ideológico que se desató en la UNAM y que afectó a otras universidades mexicanas. El entonces presidente de México, Abelardo Rodríguez, decidió modificar, de acuerdo con el Congreso mexicano, la Ley Orgánica de la Universidad, que consolidó la autonomía otorgada parcialmente en 1929, pero le quitó su carácter nacional, pasando a ser la Universidad Autónoma de México.

La autonomía se consolidó durante el gobierno del presidente Manuel Ávila Camacho, con la promulgación de una nueva Ley Orgánica, el 6 de enero de 1945. Llegó así a término un largo proceso en el que la aprobación de una nueva Ley Orgánica de la Universidad Nacional por la Cámara de Diputados fue la culminación y solución a los violentos hechos que sacudieron a la universidad y que tuvieron como actores principales, como en los años 1929 y 1933, a los estudiantes. La universidad, con esa decisión, recuperó su condición como universidad nacional y consolidó su autonomía. Desde entonces, la UNAM goza de autonomía total respecto de los poderes del Estado mexicano, enarbola su carácter crítico y plural, y defiende la libertad de cátedra y de investigación, que fueron seriamente amenazadas por la pretensión del gobierno mexicano de imponer la educación socialista a la universidad.

LA UDUAL Y LA AUTONOMÍA

El 22 de septiembre de 1949, en la Universidad de San Carlos de Guatemala, se reunieron 24 universidades públicas, para conformar lo que en ese momento se llamó la Unión de Universidades Latinoamericanas y que, posteriormente, culminó en lo que hoy conocemos como la UDUAL.

Esa reunión fue resultado de la convocatoria que hiciera el entonces rector de la Universidad de San Carlos de Guatemala, don Carlos Martínez Durán, a la que acudieron las universidades más importantes de la región de aquel entonces, como la UNAM, la Universidad de La Habana, la Universidad Femenina de México, la Universidad de Chile, la Universidad de Antioquia, la Universidad Nacional de Colombia, la Universidad Autónoma de El Salvador, la Universidad de Haití, la Universidad de Montevideo, la Universidad de Panamá y otras más. Acudieron también, en calidad de observadores, la Universidad de California, la Universidad de Yale, la Universidad de Harvard, la Universidad de Duke, la Universidad de París y la Universidad de Roma, entre otras. Cabe mencionar que también asistió un representante de la UNESCO, entidad multilateral que posteriormente reconoció a la UDUAL como organismo asociado.

Los propósitos eran de intercambio y cooperación académica y cultural, entre otros. Sin embargo, el tema de la autonomía era, sin duda, la principal preocupación de la reunión. Y lo sigue siendo hasta la fecha, aunque la versión de la autonomía de aquellos años ha sido enriquecida por los desarrollos sociales y culturales de los últimos 70 años. La UDUAL es, sin duda, en América Latina y el Caribe, el referente de la defensa de la autonomía universitaria. Pero lo es también del valor de la cooperación para hacer avanzar los temas académicos, la investigación y la vinculación social.

SEMEJANZAS Y DIFERENCIAS: EL TEMA DE LA AUTONOMÍA

La educación superior en América Latina y el Caribe es muy heterogénea en muchos sentidos. Lo es en el tamaño de las universidades, su calidad, su vocación principal, su carácter público, privado, confesional, empresarial y más. Todos estos aspectos determinan el tema de la autonomía. En consecuencia, una de las cosas importantes que mostró el seminario es que no es posible hablar de un solo tipo de autonomía. Es más provechoso pensar en plural.

Las universidades privadas, por lo general, no gozan de autonomía. Para su existencia y para su operación cotidiana, dependen de la autorización y reglamentación que los ministerios de educación de cada país establecen. De hecho, en algunos casos, como en los de Perú y Ecuador, no sólo el Ministerio de Educación interviene, sino también las autoridades legislativas. Sin embargo, en los últimos años han existido casos en los que algunas universidades han tenido que enfrentar poderes externos, principalmente eclesiásticos, para defender además de su patrimonio, los procesos democráticos que han construido para la toma de decisiones. De hecho se ha tratado de casos especiales de defensa de la autonomía. Tal fue el caso de la Pontificia Universidad Católica del Perú.

En el caso de las universidades públicas, las variantes de la autonomía son aún más amplias. En algunos casos, como en el de Brasil, a pesar de que la autonomía está consagrada por la constitución (artículo 207), no es lo mismo hablar de las universidades estatales, que de las federales, o de las municipales. En el caso de las universidades estatales, como la Universidad de São Paulo, de la Universidad Estadual de Campinas y otras de ese estado, es el gobernador el que en última instancia designa al rector. Sin embargo, ese nombramiento se ve precedido de elecciones internas cuyos resultados, generalmente, son respetados por la autoridad. Si gozan, en cambio, de autonomía financiera, porque su presupuesto es un porcentaje del producto interno bruto estatal.

En el caso de las universidades federales, la situación es bastante diferente. A pesar de que se realizan elecciones internas en las universidades, es el presidente de la república quién elige al rector(a). Y en los últimos tiempos no se ha respetado lo que internamente deciden las comunidades universitarias. Esto quiere decir, por ejemplo, que de la terna que se envía al presidente, si antes generalmente se escogía al más votado, ahora no es así.

En lo presupuestal, las universidades federales brasileñas dependen de las decisiones que el Ministerio de Educación tome, lo cual, a su vez, está muy relacionado con las políticas de gasto que determine el Ministerio de Hacienda (Finanzas). Como sabemos, en los últimos meses, las universidades federales brasileñas han tenido que aceptar reducciones que oscilan entre 30 y 60% de su presupuesto para gasto corriente. Y eso no lo determina el Ministerio de Educación. Es una política pública de gasto determinada por el gobierno federal.

En el caso de otros países, como en Ecuador, las universidades públicas eligen a sus autoridades. Sin embargo, ha sido el aparato legislativo el que ha determinado cuáles son los requisitos a cumplir para poder aspirar a ser un cargo de mando en una universidad. Las exigencias no son menores. Por ejemplo, para poder ser rector es necesario poseer los más altos reconocimientos académicos como tener el grado de doctor y haber realizado publicaciones en revistas internacionales reconocidas.

En el caso de Colombia, son los Consejos Superiores Universitarios los encargados de designar a la máxima autoridad ejecutiva. A esa instancia se le presenta una quinteta que es resultado de un proceso de votación interna. Sin embargo, lo singular estriba en la estructura de representación en el Consejo Superior. Las autoridades gubernamentales y del sector privado gozan de una representación mayoritaria, lo cual pone a discusión hasta qué punto son las comunidades universitarias las que deciden.

En el caso de Perú, la autonomía ha sido prácticamente eliminada. Con la nueva ley universitaria de 2014, el gobierno, en los hechos, la clausuró al anular la Asamblea Nacional de Rectores y todas su atribuciones. En su lugar, estableció una superintendencia, la Sunedu, que se encarga de definir si una universidad puede funcionar (el licenciamiento) y supervisa el contenido de los estatutos. Incluso, llega a definir quién puede ocupar un puesto académico.

En el caso de México, varias universidades, como la UNAM, la Universidad Veracruzana, la Universidad Autónoma de Sinaloa y otras, eligen a sus autoridades utilizando métodos ciertamente autónomos, pero tal vez más restringidos. Una junta de notables ausculta a la comunidad y designa al rector(a). En estos casos, las universidades públicas mexicanas ejercen, de esa manera singular, la autonomía que está reconocida en la constitución de ese país.

En el Caribe, existen casos especiales. Por ejemplo, las universidades cubanas no gozan de autonomía para la designación de sus autoridades. Es el Ministerio de Educación Superior de ese país quien realiza los nombramientos. Sin embargo, para la decisión acerca de los planes de estudio de las carreras, son los cuerpos académicos los que deciden. Un caso singular es el de la Universidad de las Indias Orientales (University of West Indies). Esta prestigiosa universidad del Caribe anglófono opera en siete países de esa región y tiene su campus principal en Kingston. A pesar de ser una universidad privada, recibe recursos gubernamentales y goza de autonomía, tanto entre sus sedes como de los gobiernos en donde operan sus diferentes campi. Es decir, es una universidad privada, apoyada con recursos gubernamentales, independiente de los gobiernos y entre sus sedes.

Ésta es sólo una muestra de los diferentes significados y consecuencias que en América Latina y el Caribe tiene el concepto de autonomía. No hay una sola autonomía, hay varias.

LA AUTONOMÍA: SUS DIFERENTES VERSIONES

La autonomía latinoamericana, desde su concepción en la revuelta de Córdoba (1918), fue concebida como el espacio libre, plural, crítico que reclamaron las comunidades universitarias. Este reclamo se hizo ante la existencia de poderes, en el caso de Córdoba, de carácter religioso, que determinaban un sistema específico de gobierno; una forma de enseñar; una visión particular de cómo hacer ciencia. Como sabemos, esa revuelta cordobesa seminal tuvo consecuencias en muchos ámbitos universitarios de América Latina. Los estudiantes peruanos, los cubanos, los mexicanos, desarrollaron luchas que les permitieron, en diferentes momentos, obtener la autonomía del Estado y de otros poderes.

A lo largo de los años, esta concepción de la autonomía ha tenido más relación con esa independencia de las universidades. Se ha concebido, como su nombre lo indica, ser libre, no determinado por otros. Sin embargo, nuevas ideas acerca de la autonomía han crecido en los últimos años. En primer lugar, hoy es aceptado que autonomía no puede ni debe significar aislamiento, principalmente de la sociedad. Todo lo contrario. La libertad y autodeterminación que implica el concepto debe tener una profunda connotación social. Las universidades son autónomas porque ésa es la mejor fórmula para poder investigar; crear conocimiento que sea de utilidad a las comunidades. Es así como la autonomía se convierte no sólo en un derecho de las universidades sino, también, de la sociedad. La sociedad necesita que alguien goce de plena libertad para apoyarla en la búsqueda de soluciones a sus múltiples problemas socioeconómicos y políticos. Y a su vez, las universidades asumen la obligación de rendir cuentas a la sociedad del apoyo que reciben para el cumplimiento de sus funciones.

Pero a esa relación universidad-sociedad con relación a la autonomía, se puede agregar el ejercicio de la autonomía en el interior de las universidades. Y de esa relación surge un nuevo significado, en este caso de la autonomía como una aportación a la convivencia democrática y al ejercicio responsable de la ciudadanía. Las universidades, al ser autónomas, gozan de la mejor oportunidad para practicar la inclusión social, para defender la otredad, para escoger a los mejores para el ejercicio del gobierno institucional y para generar criterios de exigencia que mejoren la calidad de la representación política. La autonomía debe, en un sentido amplio, representar la oportunidad de practicar las formas sociales más avanzadas, de tener las mejores prácticas políticas. Dicho de otra manera, autonomía debe ser signo de democracia.

Esta discusión, que estuvo presente en el seminario, resulta un asunto nodal hoy día. La autonomía no debe anquilosarse, ni representar cotos de poder de determinados grupos o facciones, que existen en las universidades. Y esto es importante decirlo porque las universidades son organizaciones sociales poderosas que influyen, y en algunos casos con mucha fuerza, en las decisiones de las sociedades en las que están insertas.

LA AUTONOMÍA COMO UN VALOR A DEFENDER COTIDIANAMENTE

En los últimos años, después de las épicas y, en algunos casos, trágicas (como en México) luchas estudiantiles de los años sesenta, setenta y ochenta, la autonomía se consideraba un derecho ganado. En ese momento se pensó que de lo que se trataba, además de ejercerlo, era de enriquecerlo.

Esta creencia se ha visto refutada por la realidad. Hoy sabemos que eran y son necesarios nuevos contenidos y narrativas de la autonomía. Desafortunadamente, en plena sociedad digital, nos enteramos, de inmediato, de las agresiones policiales, jurídicas y presupuestales que sufren las universidades. Y como se ha descrito en líneas arriba, en algunos casos, de manera burda y brutal, como en el caso de Brasil. Sin embargo, no es el único. En Honduras, la policía irrumpe en el campus universitario en contra de los estudiantes. Lo mismo lo hace en la Universidad de Costa Rica. En la de El Salvador, y en varias de México (Baja California Sur y la Autónoma del Estado de México), se pretende, de manera arbitraria, modificar sus reglamentaciones estatutarias para evitar el ejercicio libre del pensamiento y de la crítica. La autonomía resulta un derecho incómodo para muchos gobiernos, podría decirse que para todos aquellos que tienen un talante autoritario, independientemente del signo ideológico que profesan.

Así, la defensa de la autonomía es una tarea permanente. Y lo será más en el futuro, o mejor dicho en el presente, aunque todavía de manera inicial, con la irrupción de las tecnologías digitales en la educación. El asunto no es trivial. Como se expuso en el seminario, la autonomía, expresada particularmente en las universidades públicas, es un espacio apetitoso para el mercado y sus agentes, las empresas. En las universidades públicas y autónomas se produce conocimiento que tiene un altísimo valor de mercado. La autonomía y su correlato público son un obstáculo para quienes desean apropiarse, de manera privada, de ese valor. Por ello, defender la autonomía, como se dijo en el seminario, es defender a la sociedad. Es defender el derecho social de tener acceso a la ciencia y su capacidad de resolver ingentes problemas en América Latina y el Caribe. Es, en suma, la mayor contribución que podemos realizar para impulsar el desarrollo de la región en el siglo XXI.

DR. LEONARDO LOMELÍ VANEGAS
DR. ROBERTO ESCALANTE SEMERENA


DESAFÍO Y PROPÓSITOS
DE LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA


LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA

RICARDO RIVERO ORTEGA

ORIGEN Y SENTIDO DE LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA

Desde sus orígenes, las primeras universidades se fundaron con estatutos dependientes del poder real o eclesiástico, pero eran autónomas también en el sentido de que fueron gobernadas por sus autoridades, con sus normas peculiares e incluso una jurisdicción propia (Alonso, 1997).

La existencia de cárceles universitarias es una buena prueba de esta capacidad de regulación sobre la comunidad. Aunque sería ilusorio pretender una independencia política de estas instituciones, sí cabe sostener su reconocimiento de entidad con un margen de autogobierno, como lo tuvieron los municipios desde sus primeras fundaciones (Martín, 1965).

Al igual que los municipios, las universidades contribuirían (y contribuyen) al desarrollo de la civilización tal y como hoy la comprendemos, mil años después de las primeras fundaciones. El aire de las ciudades y el de los campus hace a los hombres (y hoy también a las mujeres) sentirse más libres. Si valoramos la autonomía universitaria, es porque identificamos este sintagma con el espíritu de la libertad, nada menos.

Esta paradójica iniciación de mis reflexiones (hablando de cárceles y de libertad) puede resultar desconcertante, como lo es la dificultad de hallar el secreto de la capacidad crítica que la universidad puede aportar. En uno de los análisis más lúcidos del concepto de autonomía universitaria –el de García de Enterría, hace más de 30 años– se concluía que los diseños institucionales no serían la clave. Su variedad y evolución en el tiempo demuestra que son otras características culturales y de entorno las que propician el mejor desempeño institucional (García, 1988).

¿Qué circunstancias mantienen la autonomía universitaria? Por supuesto, la universidad mantiene un prestigio social por el que se gana el respeto de las sociedades, agradecidas por sus contribuciones a lo largo de la historia. Este reconocimiento explica, en gran medida, la correspondencia de márgenes de decisión, pues la desconfianza minaría tales concesiones (especialmente en el ámbito público), pero al aprecio por la academia hay que unir la identificación histórica del papel de la universidad con las transformaciones sociales de carácter progresista y liberador. La reforma de Córdoba en 1918, el mayo francés de 1968 y los movimientos posteriores de los años ochenta en España, Francia e Italia son buenos ejemplos.

No voy a entrar ahora a analizar las múltiples diferencias entre el arquetipo continental europeo y el anglosajón, toda vez que compartimos un modelo de clara inspiración continental, aun con otras influencias acumuladas en el tiempo. Esta impronta demuestra una constante en el tiempo de la autonomía, así llamada desde la Ley Avellaneda en Argentina (1885) hasta la Universidad de Montevideo en 1908 y Córdoba en 1918 (antes la Michoacana de México en 1917). Y por supuesto, siempre, la UNAM.

¿Acaso no presentaban rasgos de independencia las primeras universidades americanas, ya en los siglos XVI y XVII? ¿No fueron reductos de libertad donde la disidencia frente a la metrópoli y el pensamiento moderno encontraron refugio? Si en Salamanca se conspiró contra el emperador a principios del siglo XVI, en Bogotá, en Lima, en Quito, en Buenos Aires o en México se pusieron las bases de la independencia donde los jóvenes coincidían con los pensadores: en las aulas universitarias.

LOS DERECHOS Y LIBERTADES UNIVERSITARIOS, CLAVE DEL CONCEPTO DE AUTONOMÍA

La historia nos muestra una constante, llamada desde la época moderna: autonomía, propia de un momento histórico en el que los derechos y las libertades se realizan como nunca antes tras las aportaciones del Siglo de las Luces. ¿Cuáles serán estos derechos en la universidad? ¿Qué derechos y libertades?

Una cita de autoridad pone el foco sobre la libertad de la ciencia:

Autonomía universitaria quiere decir, en primer término, pues, libertad de los docentes para poner en cuestión la ciencia recibida, para investigar nuevas fronteras de lo cognoscible, para transmitir versiones propias de la ciencia, no reproductivas de versiones establecidas. La autonomía universitaria es, pues, en primer término, libertad de la ciencia e incorporación de esa libertad en el proceso formativo (García, 1988).

Otro experto destaca tres componentes: electivo, académico y financiero. Esto es, elección de sus autoridades y personal; oferta académica y libertad de cátedra, y prioridades presupuestarias (Levy apud Marsiske, 2010). Cada uno de estos elementos es importante, como lo son también las cuestiones estructurales u orgánicas (Linde, 1977). Pero todos estos elementos adicionales tendrían como razón de ser y objeto proteger el valor predominante o finalista, que sería la libertad de la ciencia (Sosa, 2004).

Esta libertad académica es la garantía del avance del conocimiento, pues evita encorsetamientos, petrificación de dogmas y reproducción acrítica de los saberes. La libertad de la ciencia tiene su antítesis en aquellos contextos en los que se prohíbe avanzar en determinadas líneas de pensamiento o investigación con el único objeto o fundamento de proteger una versión del saber hecha oficial.

Proyectada sobre cada profesor o profesora, la libertad de la ciencia se traduciría en la llamada libertad de cátedra, entendida como el espacio a disposición del docente para presentar los contenidos de su asignatura, disciplina o materia conforme a la metodología y los puntos de vista que considere más acertados, respetando, por supuesto, toda una serie de reglas y límites (Lozano, 1995).

Planteado así el corazón de la autonomía, pareciera que las cuestiones administrativas auxiliares fueran secundarias, pero a ningún gestor académico se le escapa que la disposición sobre el propio presupuesto o la capacidad de intervenir en la selección del personal son imprescindibles para orientar la realización de los propios fines con verdadera autonomía. Y este tipo de decisiones se han visto muy afectadas por regulaciones o intervenciones estatales recientemente, así como por los desequilibrios entre lo público y lo privado que se agudizan en los sistemas universitarios contemporáneos (Levy, 1995).

LA REALIDAD ACTUAL DE LA AUTONOMÍA

Las injerencias políticas en la universidad no son extrañas. Ciertamente, mientras la institución académica permanece ajena a la política (si fuera del todo posible), los gobernantes no le prestan demasiada atención. Es en aquellos momentos en los cuales surgen movimientos que cuestionan o directamente amenazan su autoridad o poder cuando comienzan los intentos de ocupar o desactivar la autonomía universitaria, desnaturalizando el sentido propio de la institución.

No son extraños tampoco los casos en los cuales se estrangula a las instituciones de educación superior por la vía del presupuesto. Nuestros colegas brasileños están sufriendo este problema de forma particularmente acusada, pero en otros muchos países ha sido la vía decisiva para restringir las capacidades de iniciativa tanto en docencia como en investigación, reduciendo el poder de las universidades.

La multiplicación de los controles financieros ejemplifica el estrechamiento de márgenes de ejercicio de autonomía real. En el caso español, desde la aprobación del presupuesto hasta cada una de las grandes decisiones de inversión o contratación de personal tienen que pasar el trámite de una autorización previa y condicionante del gobierno regional con las competencias sobre educación superior (la Comunidad Autónoma).

La situación de las universidades privadas también introduce numerosas dudas sobre el alcance real de su pretendida autonomía, así como plantea otra pregunta inevitable: ¿Qué es o debe ser una universidad? Si el reconocimiento de la autonomía está vinculado teleológicamente a la libertad de la ciencia, sólo aquellas universidades cuyos estatutos y desempeño real garantizan la orientación de los recursos a la generación de conocimiento merecen la autonomía y, más allá (en nuestra opinión), si no cumplen esas condiciones deberían abstenerse de utilizar el nombre universidad o ser excluidas de tal categoría por las regulaciones estatales de la educación superior, sin perjuicio de que puedan ofrecer estudios de tal carácter, pero como meras instituciones docentes en las que nadie necesita ser protegido en su espacio de libertad de creación de ideas.

CONDICIONES DEL RÉGIMEN UNIVERSITARIO PARA LA VERDADERA AUTONOMÍA

Los marcos normativos de las universidades deben reunir una serie de condiciones mínimas de reconocimiento de márgenes de decisión para que podamos hablar de verdadera autonomía. Y tan importante es el aspecto central de la libertad de la ciencia, que no está en general amenazada en el panorama comparado, como los auxiliares, que evitan el condicionamiento de las posiciones necesariamente críticas de la institución, por sus aportaciones al progreso social.

Uno de los elementos relevantes a estos efectos es el relativo a la elección de los órganos de gobierno: el rector y los consejos. Allí donde estas decisiones se reservan a la autoridad política o pueden ser directa o indirectamente (pero de modo eficaz) condicionadas por la misma, la autonomía se merma antes o después, toda vez que quien aspire a gobernar la universidad debe ponerse a las órdenes de quien elige en último término.

La cuestión no es trivial. ¿Puede ser autónoma una institución en la que la designación de sus principales gestores se realiza de manera externa? ¿Podemos renunciar a la participación democrática en la elección del rector, los decanos o en general las autoridades académicas? Éste es un debate fundamental en el presente y en el futuro, aunque ya ha sido resuelto en muchos países que han optado por la tecnificación y la profesionalización, retrocediendo desde sistemas mucho más democráticos y, a juicio de muchos, ingobernables (el pretexto de la gobernanza).

Una vez que se profesionalizan los gestores universitarios, comienzan a rendir cuentas a los ámbitos políticos, económicos y sociales de referencia, adaptando cada una de las principales decisiones estratégicas de la universidad a las prioridades de dichos actores, comenzando por el diseño de la oferta académica, planteada en clave de empleabilidad, reducción de costos y maximización de beneficios, pensando en lo que (a juicio de quienes ven el futuro) las sociedades necesitarán en unos años: autómatas sin capacidad crítica y muy bien entrenados en habilidades como la adaptación a los requerimientos del sistema.

Otras intervenciones que afectan al contenido clásico de la autonomía se proyectan sobre la trascendental política de selección del profesorado (la reciente sentencia del Tribunal Constitucional español sobre el programa Icrea en Cataluña). La excelencia puede ser una buena razón, pero también una coartada, para restringir la capacidad de las propias universidades para contratar a los (y las) mejores. Ciertamente existe una tendencia endogámica en el mundo universitario, no muy distinta de la que se observa en cualquier otro campo social humano, pero es conveniente mantener márgenes de decisión universitaria en la elección de los profesores más jóvenes, incentivando tanto la retención como la captación de nuevos talentos.

Por supuesto, en estas decisiones son necesarios muchos matices: ¿Cabe introducir cupos o cuotas de internacionalización? ¿Debe decidir esto la propia universidad o puede imponerlo el poder público por razones de promoción de la excelencia? Los consensos para incentivar la suma de las mejores capacidades son imprescindibles y no deberían ser dirigidos sólo por una de las partes.

Hay otras muchas cuestiones normativas que afectan al concepto de autonomía, entre las que recuerdo ahora también la libertad para la organización de actos. ¿Puede y debe hablarse en la universidad de cualquier cosa? ¿Es aceptable que se organicen conferencias o cursos sobre seudociencias, por ejemplo? ¿Son acertadas las opiniones que consideran que la universidad no debería politizarse? En mi opinión, ha de ser el buen criterio de sus autoridades –con los debates internos necesarios en sus comunidades y órganos de gobierno– las que decidan, con un criterio liberal y sólo muy excepcionalmente restrictivo, sobre qué puede debatirse en su campus.

La universidad debe ser un lugar donde lo que ocurra no esté totalmente condicionado por normas externas, sino que también se autorregule. Si no es así, desaparece la autonomía tal y como es considerada histórica e internacionalmente.

El arquetipo reconocido –que puede servir para la aplicación de las cláusulas de apertura constitucionales sobre derechos fundamentales– se encuentra en documentos como la Magna Carta Universitatum, suscrita en Bolonia en 1988, en la conmemoración de los primeros mil años de vida institucional. Entre sus principios fundamentales, el primero es una definición: “La universidad […] es una institución autónoma que, de manera crítica, produce y transmite la cultura por medio de la investigación y de la enseñanza”.

Así, la universidad o es autónoma o no es tal (internacionalmente hablando). De este modo, mantener la autonomía tendría un mayor interés para obtener el reconocimiento de sus homólogas internacionales (no es una cuestión menor). Todas las universidades se quieren considerar autónomas, como también dicen (aunque algunas mienten) que son universidades (y no crean conocimiento alguno). Tampoco explican muy bien sus procesos internos de toma de decisiones, pues la autonomía universitaria presenta una heterogeneidad máxima, que va desde la propia de la naturaleza de un municipio (una comunidad humana) a la de una empresa, dirigida por un consejo de administración colegiado o –en no pocos casos– por un grupo de propietarios o un patrón individual.

Esta cuestión nos lleva a un punto importante, crucial a menudo: ¿Quién manda?

¿QUIÉN MANDA EN LA UNIVERSIDAD?

Así comenzaba su estudio sobre las relaciones entre la universidad y el gobierno en México Daniel C. Levy, para concluir tras un análisis pormenorizado que sí existe un grado de autonomía en Latinoamérica. Ahora bien, no son las definiciones constitucionales o legales la clave de este resultado, sino otras variables de contexto propias de la naturaleza institucional (Levy, 1980).

La comparación entre el grado de autonomía de los municipios en muchos países y el de las universidades ofrece perspectivas interesantes sobre el gradualismo de la autonomía, tesis asumida por Levy frente a las opciones binarias (la autonomía entendida como un todo o nada, al modo de la virginidad). Ciertamente se puede ser autónomo hasta cierto punto, con límites y, por supuesto, siempre dentro de la ley y el presupuesto.

Así como las leyes acotan la libertad individual de las personas, también restringen y modulan la autonomía universitaria, que seguirá siéndolo mientras mantenga como garantía institucional su recognoscibilidad. Ahora bien, esta imagen de la autonomía es en gran medida histórica, aunque renace periódicamente en forma de revuelta de la juventud (en México, Córdoba, París o Salamanca) contra órdenes opresores preestablecidos.

Una paradoja se nos ofrece en este punto. La autonomía universitaria no está directamente correlacionada con su democracia interna. Una universidad puede ser autónoma sin participación plural –y mucho menos universal– en sus procesos de toma de decisiones. Es más, las tendencias internacionales en favor de la gobernanza –el precio al que se piensa malbaratar la autonomía– conllevan mayores restricciones antidemocráticas, a cambio de la eficacia y (quién sabe) si de mejores sueldos para los dirigentes.

El espíritu revolucionario de la juventud despertará algún día, como sucedió antes en Córdoba, o aquí, en México, y volverá a reclamar para sí lo que es suyo: el autogobierno de una comunidad de maestros y alumnos que quieren aprender los saberes o, lo que debería ser lo mismo, buscar la verdad.
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REFLEXIONES SOBRE LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA

HENNING JENSEN PENNINGTON

INTRODUCCIÓN

Este ensayo es una aproximación analítica sobre la autonomía universitaria a la luz del presente y desde una perspectiva que trascienda los aspectos jurídicos y de gestión, para apreciar su significación política y social, así como el espíritu que la inspiró. La autonomía de la universidad es compleja y se podría afirmar que constituye la expresión democrática y crítica de una institución y un pueblo en el devenir de una sociedad heterogénea, desigual y contradictoria.

La conquista de la autonomía universitaria inauguró la posterior democratización y liberación del pensamiento de los intereses e intencionalidades del poder establecido en el Estado y la sociedad latinoamericana de la época, en la cual la universidad se encontraba subordinada a diferentes vertientes eclesiásticas. El acceso a la diversidad cognoscitiva y la posibilidad de cuestionar y crear conocimiento propio, contextualizado en la sociedad y la época, así como brindarlo a la población, inició una etapa que potencializó la conquista de nuevos derechos y el progreso de la sociedad.

Pero ésta fue una conquista que requiere ser reafirmada de manera permanente, según se modifican las circunstancias, los fenómenos, los conocimientos y las formas que adopta el poder político y económico. Éste es un aspecto que no siempre ha sido contemplado en el devenir cotidiano universitario, razón por la cual, silenciosa y acríticamente, se pierde autonomía por agresiones o sumisión externa y por la relativa indiferencia interna, no necesariamente consciente ni intencionada, por parte de la comunidad universitaria. Una entidad de educación superior pública sin autonomía destruye su libertad y los vínculos con su sociedad y época. Los retos que se enfrentan son muchos, pero sumados a la experiencia que ya han tenido diversas instituciones en Latinoamérica, se presentan al final de este ensayo algunas reflexiones sobre dichos desafíos y la necesidad de actuar conforme a ellos.

REFLEXIONES SOBRE LA UNIVERSIDAD DE HUMBOLDT A LA DE NUESTROS DÍAS

Si con fines ilustrativos tomo como ejemplo la UCR, vemos que ella ha pretendido materializar y hacer compatibles dos ideas de universidad: por un lado, la idea humboldtiana de la universidad clásica alemana y, por otro, la idea más propiamente latinoamericana de una universidad comprometida con las aspiraciones de su gente.

En este segundo aspecto, la UCR incorporó en su quehacer el legado de la reforma de Córdoba y los debates políticos de la época, marcados profundamente por la teoría de la dependencia y los movimientos de liberación nacional en diferentes países latinoamericanos. Empezaré este ensayo con una reflexión sobre estos temas tradicionales. 1

Ya Humboldt y Schleiermacher habían postulado la inseparabilidad de docencia e investigación en la Alemania del siglo antepasado; para ellos, el sujeto del saber no era el pueblo, sino el espíritu especulativo. Detrás de esta posición filosófica, se encontraba el proyecto de liberar la ciencia y el conocimiento de la injerencia del Estado.

Dicha idea aspiraba a la articulación concreta de dos aspectos:


1] La institucionalización de la ciencia moderna, entonces ya liberada de la tutela de la religión y la Iglesia, sin que su autonomía llegase a ser amenazada por la autoridad estatal, de la cual dependía económicamente, ni por la sociedad burgue-sa, que podía obtener beneficios de los resultados del trabajo científico.

2] Garantizar a la universidad un espacio de libertad serviría a los intereses del Estado, en virtud de las prósperas consecuencias que para la vida de la nación acarrearía la ciencia institucionalizada, promotora de la unidad nacional y de la cultura moral.



La idea humboldtiana de universidad fue rebasada por sus propios éxitos, a saber por el desarrollo de las ciencias naturales experimentales y la evolución jerárquica de los institutos de investigación; por la imposibilidad de anticipar, intra muros, en el microcosmos universitario, una sociedad de personas libres e iguales; por la conversión de la ciencia en una de las más importantes fuerzas productivas de la sociedad industrial, y por la destrucción de las imágenes unitarias y metafísicas del mundo por las ciencias empíricas y su ideal de racionalidad metódica.

Como sabemos, la universidad alemana y los resultados de la investigación en ella realizada nutrieron de manera incalculable el desarrollo de la industria y, con ello, estalló en pedazos la docencia investigativa autorreferente de la “torre de marfil.

La universidad humboldtiana, en tanto que idea e ideología a la vez, contribuyó al esplendor y al éxito internacionalmente incomparable de la universidad alemana en el siglo XIX. La ideología de los mandarines alemanes promovió una intensa autoconsciencia corporativa en el seno de la universidad, atrajo la promoción del Estado y obtuvo un gran reconocimiento por parte de la sociedad global. En algunos momentos históricos, aunque, como es evidente, no en todos ellos, el contenido utópico de la idea de universidad ha mantenido su potencial crítico ante sí misma y la sociedad.

Al pensar en la historia del proceso de modernización de las sociedades occidentales, viene a nuestra mente la imagen célebre de Max Weber sobre el desencanto del mundo. Esta idea hace referencia a la constitución de una visión del mundo libre de representaciones mágicas. El desencanto, si seguimos a este clásico de la teoría social, ha significado, entre otras cosas, la instauración de un tipo de racionalidad que gobierna tanto la actividad productiva material como el derecho y el poder burocrático.

Hace ya muchos años, Herbert Marcuse criticaba este concepto de racionalidad y demostraba cómo exige un tipo de acción que implica el ejercicio de poder sobre la naturaleza, la sociedad y los seres humanos. La racionalidad propia de las sociedades modernas no es la racionalidad en sí, decía Marcuse, sino la imposición de una forma determinada de dominación política que sustrae de la reflexión colectiva el proceso de elección de estrategias y la aplicación de tecnologías.

El proceso de racionalización hace del éxito y el control, que se derivan de la aplicación adecuada de reglas técnicas, la medida de casi todas las cosas y, a la vez, el fundamento de legitimación de las formas de organización social. Lo que parece técnicamente posible, se presenta como lo socialmente deseable.

Toda esta racionalización del mundo ha afectado el desarrollo de la ciencia y la tecnología, la organización y aplicación del conocimiento, y así también ha transformado el concepto mismo de formación educativa y, finalmente, la idea y la estructura de la universidad; en suma, ha trastocado todas las esferas sociales. Sabemos que tanto la práctica de la medicina, como la administración de empresas, la manipulación del comportamiento electoral, la inducción al consumo y la organización del tiempo libre, para mencionar solamente algunos ejemplos, son posibles en virtud de que la aplicación del saber científico ha adquirido la forma de una disposición técnica sobre procesos objetualizados. La técnica posibilita tanto la dominación de la naturaleza como el ejercicio de poder sobre el comportamiento humano.

La formación universitaria ha cambiado también en un sentido esencial: ahora la ciencia se encuentra estrechamente acoplada a los procesos de producción y administración; es decir, existe una imbricación entre la enseñanza, el aprendizaje, la investigación y aplicación técnica del conocimiento. La educación universitaria ha de trasmitir el saber científico y las reglas de su transferencia técnica.

Esta proclividad de la educación superior hacia el pragmatismo no fue siempre tan unilateral como ahora. Antes se decía que la ciencia formaba a la persona, quien adquiría, a lo largo de su formación universitaria, una conciencia reflexiva que llevaría a la capacidad de interpretar el acervo científico, para así descubrir las preguntas relevantes que aseguraran la buena convivencia entre los seres humanos... y contribuiría a responderlas.

Antes de la era de la posverdad, se decía que el conocimiento científico debía imprimirle su forma a la vida, pero a la vez ser orientado por principios éticos y morales, en sentido amplio; que la ciencia, en fin, debía implicar el cultivo de una conciencia ilustrada que contribuyese a la solución de los problemas que afectan a la vida en sociedad, pero no en el sentido de soluciones meramente técnicas, sino en el de aquellas que ayudan a ampliar el horizonte de la libertad y la justicia. Conocimiento científico, entonces, como forjador de los espacios de utopía.

LA REFORMA DE CÓRDOBA COMO DETONANTE PARA LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA EN AMÉRICA LATINA

La autonomía universitaria fue una conquista democrática estudiantil en 1918, pero no estuvo aislada de un contexto social que aspiraba y reclamaba libertad e igualdad, como tampoco lo fueron los movimientos de 1968 en París, Varsovia, Roma, Berlín, Berkeley, Tokio y México, a los que Fernand Braudel apreciaba llamándolos una “revolución cultural”; una “efervescencia revolucionaria”, según Claude Lefort, o la inversión de la hegemonía cultural dominante, desde la perspectiva de Immanuel Wallerstein.

Fueron movimientos que revolucionaron la educación al servicio político e ideológico del poder para convertirla en una institución autónoma al servicio de todos los sectores sociales. Los movimientos estudiantiles inauguraron lo público en el ámbito de la educación superior en América Latina, transformando las universidades en entidades autónomas en su gestión y en la difusión y generación de conocimiento científico. La conquista de la autonomía universitaria fue una gesta democrática para las universidades y las sociedades.

La universidad lidió, en su pasado prerreformista, con las doctrinas religiosas que le imponían una actuación dogmática, como también lo hizo contra los poderes privados y autocráticos establecidos en la sociedad y el Estado. Las reformas de 1918 removieron las bases aristocráticas e inauguraron la posibilidad del florecimiento de las universidades públicas con libertad de pensamiento y compromiso social; sin embargo, los embates liberales de los últimos cuarenta años han debilitado su actuación pública. En algunos contextos han perdido total autonomía con respecto del poder político y económico, en otros casos se han independizado de las necesidades públicas y se han coludido ideológicamente con dichos poderes.

Los movimientos estudiantiles crearon, a través de la constitución de la universidad pública, las bases democráticas en momentos en que las sociedades no erradicaban el espíritu elitista y aristocrático de la época. El movimiento de Córdoba declaraba su empeño por la libertad e igualdad, por el logro de la participación estudiantil en la gestión universitaria, por la extensión cultural de los universitarios y por la difusión del pensamiento nacional, entre otros aspectos.

Dicho movimiento no fue exclusivamente argentino; fue también un movimiento latinoamericano. Su actuación ha tenido una vigencia a través de los tiempos porque inauguró la posibilidad de pensar y actuar libre y democráticamente en un espacio social sensible y vital para el progreso.

La conquista de la autonomía universitaria convulsionó las sociedades latinoamericanas y creó las bases de una nueva época. Se había conquistado un derecho y se estaba ante un escenario distinto en las relaciones entre la educación superior y la sociedad. Se había gestado la ruptura del poder autocrático con el pensamiento. La autonomía reveló el antagonismo en el sistema social imperante, que no se resolvió con su formalización jurídica, pero evidenció y visibilizó la necesidad de limitar tendencias, tensiones o agresiones contra la universidad.

LA RELACIÓN ENTRE UNIVERSIDAD, ESTADO Y SOCIEDAD

Renovar de modo creativo la libertad en cada tiempo-espacio es una necesidad en la heterogeneidad de las relaciones sociales. La democracia creada socialmente en las universidades fue resultado de procesos inéditos, sin los cuales no es posible la autonomía.

La universidad no ha sido nunca, en realidad, torre de marfil; su definición como tal es mera ideología y negación del hecho de que su quehacer no responde a supuestas obligatoriedades inmanentes del conocimiento, así como tampoco es cierto que el progreso técnico se encuentra totalmente libre de decisiones precientíficas.

Si el estudio implica la transformación del conocimiento en obras, como lo expresaban los teóricos de los siglos XVIII y XIX, entonces es ahora urgente hacer de las reglas, a que está sometida esa transformación, un objeto de discusión por parte de una ciencia orientada hacia el interés general, con el propósito de ilustrar a la esfera pública sobre las consecuencias prácticas del desarrollo científico y tecnológico.

No está de más recordar aquí aquella frase de Theodor W. Adorno, tan enigmática como cierta, que dice: “el progreso acontecerá, en el momento en que termine”. Quería Adorno decir con esto que el progreso material ha acarreado grandes beneficios para todos, pero a la vez le ha abierto las puertas a la inhumanidad. El progreso se iniciaría, entonces, en el momento en que pierda la falsa apariencia de una automática obligatoriedad y sus condiciones sean reflexionadas a la luz de los intereses públicos. Entre muchas otras cosas, todo esto implica el desarrollo inagotable de la responsabilidad social.

La relación entre universidad, Estado y sociedad se encuentra sometida a un cambio que posiblemente sea radical. En este proceso de transformación, la universidad (y sobre todo la pública) debe lograr el desarrollo de una voluntad política que le permita intervenir en la elucidación de los asuntos que incumben a la comunidad entera. Pero esto sólo puede alcanzarse mediante la preservación de la autonomía de la universidad, ya que únicamente en estas condiciones de libertad pueden descubrirse las implicaciones sociales del conocimiento y puede desplegarse la autorreflexión de la ciencia.

Existe también un factor de naturaleza sociológica que no deseo pasar por alto. La formación universitaria ha conducido al surgimiento de estratos sociales que consolidan las diferencias en nuestra sociedad, los cuales ahora defienden sus privilegios y atacan el sistema universitario estatal y público. En otras palabras, las universidades públicas no han podido asegurarse la lealtad de muchos de sus graduados, porque han sido parte de los mecanismos de movilidad social que han creado el estrato que más se ha beneficiado directamente del Estado social y que, ahora, en situación de crisis, entra en una alianza defensiva con el sector llamado productivo y algunos grupos políticos en contra de los desposeídos y marginados. Y éstos –los excluidos de los beneficios sociales, culturales y económicos– expresan sus ahogados anhelos mediante alianzas transitorias con los agentes políticos que prometan cumplir sus ilusiones, aunque todo desemboque en un mayor desencanto. Esto significa que las alianzas tradicionales de la universidad se han debilitado y todavía no hay respuesta definitiva a la pregunta de si esta institución cultural podrá asegurarse el apoyo de nuevos grupos de la población.

La idea de universidad continúa siendo un elemento correctivo. En dicha idea está implícito un proceso de aprendizaje, de producción y acumulación de conocimientos que se lleva a cabo mediante un esfuerzo cooperativo de argumentación. Si la sociedad global obtiene de la universidad algo ejemplar, esa contribución consiste precisamente en la vitalidad, en la fuerza impulsora y productiva que nace de la disputa libre y pública de ideas y argumentos. Bien podríamos afirmar que a la idea de universidad le es inherente la forma ideal del discurso autónomo y del pensamiento sorpresivo. En todo ello quiere expresarse una utopía que todavía cree en la posibilidad de la libertad de los seres humanos y de los pueblos.

Podemos afirmar que el grado de desarrollo de una sociedad se mide en el potencial de aprendizaje estructuralmente tolerado y fomentado, en la capacidad de admitir argumentaciones razo-nadas y de fundamentar de forma consensuada la administración técnica y política.

Estos procesos de aprendizaje colectivo dependen del grado de realización de la idea de democracia y de los espacios permitidos de participación política de los ciudadanos. Quienes vivimos a principios del siglo XXI lamentamos constatar que la idea de democracia se encuentra ya lejos de su digna definición como poder del pueblo, para el pueblo y por el pueblo; sentimos ser testigos de verla convertida en sinónimo de un conjunto de reglas de un juego en el que algunos individuos acceden a la facultad de decidir gracias a la obtención de los votos del pueblo (frecuentemente manipulado).

No obstante, debemos recordar que la democracia debe ser irreductible a un método para alcanzar poder político y administrativo; en su más íntima esencia se encuentra el anhelo de autodeterminación del pueblo: sólo cuando se haya realizado plenamente, se habrá puesto en práctica también la democracia. Pero esta idea se ve impedida por la resistencia que opone la concepción de democracia como tecnología social.

En esta época –que algunos llaman la era de la angustia–, la enseñanza superior es sometida crecientemente a los criterios de performatividad propios de la esfera de la producción. Este concepto, resultante de una sociedad que ha encontrado en la banda transportadora su más elocuente metáfora, implica un abandono de las tareas universitarias que aspiraban a la formación y a la difusión de un modelo general de vida, ligado fuertemente a la idea de la emancipación colectiva. Como lo manifiesta Jean François Lyotard en La condición posmoderna: “las universidades y las instituciones de enseñanza superior son de ahora en adelante solicitadas para que fuercen sus competencias, y no sus ideas”.

En estas reflexiones, lo que he querido transmitir es que la universidad pública crea Estado, forja cultura y templa las fuerzas de la ciudadanía. Esta función no se aviene bien con las tendencias del mercado; más bien, constituye un foco de resistencia que, desde la perspectiva de la economía liberal, debe ser debilitado.

Boaventura de Souza habla de internacionalidad solidaria como principio para reafirmar estas funciones tradicionales de la universidad pública en un contexto de globalización económica y socavamiento de las identidades nacionales. Éste es un principio que ha de actuar como factor rectificador de relaciones asimétricas y carentes de complementariedad en las agendas académicas de las universidades latinoamericanas y las del mundo desarrollado.

LAS UNIVERSIDADES LATINOAMERICANAS Y EL DESARROLLO DE SUS PRINCIPIOS UNIVERSALES

Las universidades nunca fueron espacios aislados ni descontextualizados de sus naciones y regiones, aun cuando no necesariamente fueron conscientes de sus determinaciones sociales, históricas, ni sobre sus responsabilidades. La autonomía de la universidad pública no es la concreción privada que imaginan algunos y que ilusamente la comparan con las empresas lucrativas que tienen en la educación el medio para lograrlo.

Es oportuno detenerme a explicar que, regularmente, la universidad pública es estatal, porque sus bienes y financiamiento son del Estado, así como es creada para cumplir funciones de formación superior para el conjunto de la sociedad y contribuir a su desarrollo. Sin embargo, lo público no se circunscribe al quehacer estatal, dado que en el presente liberal, muchas acciones gubernamentales no están inspiradas en la representación y amparo del interés general de la sociedad, ni es la ciudadanía, sin distingos ni exclusión, la beneficiaria. La imposición privada como equivalente de lo ciudadano y nacional es una destrucción de lo público. La instauración de lo público no es inherente a todas las sociedades y épocas; lo es en aquellas que constituyen sociedades de derecho igualitario y democrático.

Las universidades públicas deberán tener en lo común a todos y en su sociedad, el ámbito de su quehacer y preocupación cotidiana. Esto es, no es lo estatal lo característico en el devenir de las instituciones públicas de educación superior, sino su compromiso y vínculo con lo colectivo y nacional en un mundo integrado. Este atributo es el sustento de su autonomía, no es la condición estatal lo que define su actuación cotidiana.

Las luchas y reivindicaciones de Córdoba traspasaban las efímeras fronteras nacionales para convertirse, en esencia, en procesos sociales, no exclusivamente reivindicativos. Éstas abrigaban transformaciones radicales en sus sociedades.

La reforma universitaria lograba la autonomía o la libertad de pensamiento, y al socializarlo potencializaba el progreso y la democracia de las sociedades. La renuncia al conocimiento exclusivo y excluyente, brindaba acceso a la educación a otros segmentos y clases sociales, a la vez que se sustituía el pensamiento arcaico, que era el fundamento que perpetuaba la dominación política y religiosa.

La democracia universitaria, así como el progreso, desarrollo y bienestar, son expresiones que tienen una extraordinaria aceptación y difícilmente se explicita su oposición porque pone en evidencia un pensamiento y una acción contra la libertad de pensamiento y el progreso. La libertad de conocimiento diversifica y transforma interpretaciones y explicaciones de las realidades y, con ello, modifica la conciencia de los individuos y los escenarios de actuación colectiva para crear nuevos destinos compartidos.

Habría que admitir que las tiranías, en el presente y el pasado, de militares o civiles, han justificado sojuzgar la libertad de pensamiento en el nombre de la democracia, el orden y el statu quo. Argumentar o exigir democracia para el ejercicio de la dictadura es una vieja práctica empleada por las más sanguinarias tiranías que ha conocido la humanidad. Hitler la demandaba, como muchos dictadores en América Latina y el mundo, en el pasado y el presente.

La democracia es una conquista social; es la liberación de la población de toda forma de decisión, opresión y explotación privada que atente contra la vida, voluntad e interés general. La autodeterminación colectiva es la manifestación democrática de los individuos en la sociedad.

La democracia es una dinámica relación social, provista de la significación que le otorga la vida compartida en cada tiempo y espacio, constituyendo una propuesta y acción crítica y transformadora de las relaciones sociales y políticas dominantes. El momento democrático es el espacio social donde se conquistan derechos en una sociedad desigual e inequitativa, en una época particular. No existe democracia del statu quo, ni las conquistas son equivalentes en diferentes contextos sociales e históricos. La democracia es un proceso histórico moral, inédito para las colectividades y sociedades que lograron la construcción de lo común y lo público en los espacios globales compartidos.

La constitución de lo público, de lo que es común a todos, fue un evento democrático de las masas que conmovieron sociedades e impusieron pautas de actuación a los Estados, que debían conducirse en razón de problemáticas concretas, intereses y anhelos de la pluralidad ciudadana, pero también, paradójicamente, para el sustento en la subsunción real del trabajo por el capital, que consume o destruye la democracia en el proceso organizativo de la producción. La libertad y democracia no son una creación ni dádiva estatal, aunque son una construcción colectiva que debe crear las condiciones políticas que posibiliten la reproducción económica y la formalidad de las relaciones igualitarias en la sociedad. De este modo, la constitución del derecho igualitario en las sociedades otorgaba legitimidad política a la valorización del capital e inauguraba la individualización y la supeditación del trabajo y la expansión de relaciones predominantes, pero a la vez, de manera contradictoria, el poder en las relaciones privadas destruía libertad y democracia en el proceso de valorización del capital, creando un círculo perverso de dominio político.
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